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EL DESARROLLO SOSTENIBLE

NO ES POSIBLE SIN ORDENAMIENTO TERRITORIAL

Una de las carencias más graves que afecta al Estado y la sociedad peruana, es que no se cuenta con un Plan de Ordenamiento Territorial que  permita la adecuada gestión del desarrollo, sin producir impactos ambientales  severos o sin generar conflictos entre el Estado y algunas organizaciones de la sociedad civil comprometidas no solo con el mejor uso de nuestros recursos naturales, sino también con el futuro del país. 

Ante esta situación y a sugerencia de diversos sectores de la sociedad civil, ha hecho bien la Comisión de Descentralización del Congreso de la República, en priorizar en su agenda, la discusión y aprobación de una Ley Marco sobre Ordenamiento Territorial, para zonificar adecuadamente la ubicación de las actividades económicas, ambientales, sociales, etc. Confiemos en  que esta voluntad pueda  organizarse  de manera efectiva con el concurso 

de los gobiernos regionales, locales y organizaciones de base para que en el corto plazo, el país cuente con un conjunto de normas

que expresen un verdadero pacto entre el Estado, la sociedad y la naturaleza, con el fin de conservar los recursos naturales renovables y utilizar racionalmente los no renovables.

     Se esperaba que tanto el Gobierno Nacional como los gobiernos locales, se esfuercen en  desempeñar sus correspondientes roles  sobre la base de acciones compatibles con el adecuado manejo de nuestro territorio, pero  esto no se presenta así, sino por el contrario,  se están 

dando muestras de  decisiones políticas que incitan al uso menos adecuado del territorio.

       Como ejemplo, la aprobación del Reglamento de Acondicionamiento Territorial y Desarrollo Urbano por el Ministerio de Vivienda y Construcción, mediante DS N° 027-2003-Vivienda, publicado el 3 de octubre en El Peruano. Norma que no concerta con los gobiernos locales y mucho menos con las organizaciones de  la  sociedad civil, con el agravante de que  excluye el tema de medio ambiente del acondicionamiento territorial y desarrollo urbano y estimula el crecimiento horizontal de las ciudades.

      Y por otro lado, la aprobación  por parte de la Municipalidad de Lima de la Ordenanza Municipal No 548-2003 publicada el 9 de octubre, que autoriza a urbanizar centenares hectáreas de terrenos agrícolas en el ya afectado Valle del Chillón.

      Además de lo inconstitucional e ilegal que resultan dichas normas, resulta preocupante que en plena  etapa de transición democrática, donde se invoca la cultura de diálogo y de la concertación (como elementos vertebradores) éstas dos entidades públicas se comporten antidemocráticamente, sin consulta previa y actuando entre “gallos y media noche”, sorprendiendo a la ciudadanía.

      Sin duda el uso irracional de los recursos naturales por personas o empresas privadas es cuestionable. Pero, que el Estado, a través del Ministerio de Vivienda y Construcción y de la Municipalidad de Lima, inciten a la depredación de los recursos naturales, es incomprensible y hasta contradictorio en un contexto donde la promoción del desarrollo sostenible en todas sus escalas, forma parte de las políticas oficiales que se están promoviendo.


AVANCES Y DIFICULTADES EN EL PROCESO DE DESCENTRALIZACION

En el curso de las últimas semanas se han producido varios hechos importantes (positivos y negativos) en el proceso de descentralización que merecen revisados.

       Destacan entre los primeros, los avances en la reglamentación general del presupuesto participativo, la decisión de trabajar un reglamento sobre los planes de desarrollo concertados,  la transferencia definitiva de los programas sociales a las municipalidades, así como la ratificación del vaso de leche como programa municipal. 

      De igual manera, debe agregarse la voluntad política del Ejecutivo de impulsar la Reforma y Modernización del Estado, iniciativa expresada por la primera ministra, Beatriz Merino, asi como la priorización de la Reforma de la Ley de Participación Ciudadana por la Comisión de Descentralización del Congreso de la República.

      De otro lado, mencionamos entre los hechos negativos, las denuncias de irregularidades administrativas cometidas por varios presidentes regionales, así como no pocos alcaldes. 

      De ponerse en evidencia que estas denuncias son ciertas,  alimentarán el riesgo de pérdida de credibilidad de la ciudadanía sobre la descentralización, así como un severo desprestigio de los partidos o movimientos políticos que representan las autoridades regionales cuestionadas. 

     Otro problema que preocupa es la debilidad de los programas de capacitación que deben implementarse como parte de las estrategias centrales para consolidar el proceso  descentralista. No deja de llamar la atención entre los aspectos deficitarios que los programas de capacitación y asistencia técnica que deben ser cumplidos por el CND, aun son muy

limitados, convirtiéndose éstos, en una necesidad cada vez más sentida por las autoridades, funcionarios y los propios representantes de las organizaciones de la sociedad civil. 

      Sumándose a esta situación, se ubican importantes iniciativas de la sociedad civil que cuentan con el auspicio de la cooperación internacional, pero que por limitaciones en su financiamiento, no logran alcanzar la cobertura nacional que se requiere.

      De otro lado, es lamentable la confusión generada a partir de una lectura errónea del Proyecto de Ley de Transferencias Programáticas de los Programas Sociales que daba paso a la creación del Fondo de Apoyo a la Superación de la Pobreza (Fonasup) la cual generó la preocupación y movilización de miles de madres de familia ante la supuesta intención del Gobierno Nacional de centralizar la administración del vaso de leche.

      Es cierto que cada vez se hacen más nítidas  las distorsiones y limitaciones en la ejecución  de este programa municipal que naciera a mediados de la década de los 80, pero, la reforma de este programa no pasa de ninguna manera por centralizar lo que nunca estuvo a cargo del Gobierno.

       Recientemente la Red Perú, organización que reúne a diversos actores de la sociedad civil (alcaldes, dirigentes de base, funcionarios, profesionales, trabajadores, etc) efectúo un balance preliminar de los procesos de presupuestos participativos en los ámbitos locales. 

      De este balance se desprende la necesidad de trabajar una propuesta de Sistema Locales de Participación y Concertación de Planes y Presupuestos. Pues, se trata de articular y ordenar los múltiples espacios y mecanismos de participación para hacerlos más fluidos y eficientes, en torno a tres cuestiones fundamentales: los planes de desarrollo, la programación y ejecución presupuestaria, y la participación.


LA IMPORTANCIA DE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN EN LA DEFENSA DEL MEDIO AMBIENTE(*)

Casos como los Pantanos de Villa y la empresa chilena Luchetti, el conflicto del pueblo de Tambogrande con la minera Manhattan o el debate originado por la construcción de la planta de fraccionamiento del gas de Camisea en la Bahía de Pisco, a cargo de la empresa Pluspetrol, fueron de conocimiento público y concitaron el interés de la ciudadanía en general, por la cobertura (desde sus diferentes enfoques) que ofrecieron los medios de comunicación, tanto escritos como televisivos.

     Un reciente hecho poco difundido por otros medios, pero que tuvo una amplia acogida por el diario Expreso, fue la cobertura sobre la unilateral decisión de la Municipalidad Metropolitana de Lima de cambiar la zonificación de 750 hectáreas de áreas agrícolas del valle de Chillón para ser urbanizados a través de la cuestionada OM N° 548 cuyo origen fue gestado en la Municipalidad de Carabayllo y el Ministerio de Vivienda y Construcción.

     Decisión que tira por la borda los esfuerzos últimos realizados por anónimos funcionarios y especialistas para que la problemática ambiental de Lima sea tratada dentro de los nuevos  enfoques del desarrollo sostenible.

     Pero eso no es todo. Esta actitud que compromete a la alcaldía provincial, se contrapone a lo establecido en la Ley Orgánica de Municipalidades recientemente aprobada, donde la participación ciudadana quedó en el tintero, al mejor estilo de los dictadorcillos y las administraciones verticalistas.

     A continuación presentamos una crónica que resume la campaña periodística desarrollada por el diario Expreso (después de la dictadura) sobre la defensa del medio ambiente, planteando una preocupación que debe ser tomada en cuenta por todos los peruanos. 

· Jueves 16 de Octubre 2003 :

     En primera plana el diario dice: “Eliminarán áreas agrícolas de Lima”. El informe señala que la OM 548 publicada en El Peruano el 25.09.03 cambia de uso 750 has. agrícolas de la cuenca del Chillón sin haber consultado a la población tal como establece la OM 134 de la Municipalidad de Carabayllo y desconocida por el actual alcalde Miguel Ríos.

Los principales funcionarios de la MML optaron por guardar silencio, salvo el regidor Armando García Campos, presidente de la Comisión de Desarrollo Urbano quien admitió que el Ministerio de Vivienda promovió el proyecto de cambio de zonificación. 

· Viernes 17 de Octubre 2003

     Presidente de la Comisión de Desarrollo Urbano, Armando García Campos señaló que el viceministro de Vivienda y Urbanismo, Miguel Romero Sotelo, estaría presionando por diversos medios a funcionarios de la MML  para lograr que se apruebe un proyecto que pretende urbanizar más de 3 mil hectáreas agrícolas en las Pampas de Lurín, al sur de Lima.

     Cabe precisar que la MML en marzo del 2001 aprobó la OM N° 310 que regula el ordenamiento territorial de la cuenca baja de Lurín. Sin embargo, el proyecto presentado por el viceministro Romero  busca cambiar uso de suelo por 3 mil 661 has de terrenos agrícolas.

     Un detalle que anota Expreso es que Romero fue regidor en la gestión del ex alcalde Alberto Andrade y desde entonces una de sus principales preocupaciones fue presentar propuestas de cambios de zonificación en el valle de Chillón y Lurín, las cuales fueron rechazadas reiterativamente.

· Sábado, 18 de Octubre 2003

“Viceministro de Vivienda responsabiliza a municipio limeño de urbanizar Lurín”, señala, la nota publicada en el diario capitalino.

     En su descargo, el viceministro de Vivienda y Urbanismo, responsabiliza a la MML de ser la única instancia que decide los cambios de zonificación. Descartó que existan presiones y por lo tanto, se ratificó que las propuestas de cambio fueron aprobadas por el propio municipio limeño.

     Ese mismo día, el diario Expreso, hace alusión al controvertido DS N° 027-2003-VIVIENDA que aprueba el Reglamento de Acondicionamiento Territorial y Desarrollo Urbano.

     El cuestionamiento a este decreto es que se relaciona con el DS N° 010-2002-MTC que crea una Comisión de Coordinación  para revisar los cambios de uso (zonificación), pasándose por encima de las funciones que corresponden a la MML.

· Domingo 19 de Octubre 

     Crónica informativa aparecida ese día: “Congreso investigará cambio de zonificación de terrenos agrícolas en Carabayllo”

     El congresista Eduardo Carhuaricra  pidió a la mesa directiva del Legislativo para que se conforme un grupo de trabajo con el fin de investigar el cambio de zonificación. De la misma manera, los congresistas Ernesto Herrera y Fabiola Morales acogieron la denuncia presentada por el diario capitalino.

     La OM N° 137, señala que cualquier iniciativa de modificación urbana que comprometa tierras agrícolas deberá ser exhibida 30 días en locales públicos y privados para que los vecinos presenten las observaciones pertinentes. Requisito que no se cumplió.

“No se ha cumplido los requisitos elementales para emitir una dictamen de esa naturaleza”. Carhuaricra, agregó que antes de tomar una decisión de esa naturaleza, primero debió haberse concluido con el Plan de Ordenamiento Territorial.

     Asimismo el legislador sostuvo que el DS N° 027-2003 VIVIENDA del 06.10.03 minimiza la facultad de las municipalidades de manejar el ordenamiento territorial, otorgándole al Ministerio de Vivienda derechos que no le corresponden.

· Martes 21 de Octubre

     El viceministro de Vivienda, Miguel Romero Sotelo, dando un giro a sus anteriores declaraciones señaló que el DS aludido tiene por finalidad “luchar contra los invasores y traficantes de tierras”. Reconoció que en Las Lomas de Carabayllo las empresas constructoras tienen planeado construir 4,100 viviendas para los próximos años.

    El titular del Expreso según palabras de Romero Sotelo fueron: “Nuestra política es construir en la zona urbana que declare cualquier municipio”.

     La defensa del viceministro de Vivienda estuvo orientada a responsabilizar a la Municipalidad de Carabayllo y  de Lima Metropolitana de tener sus propias motivaciones.  Sin embargo, no recordó que fue el entonces alcalde de Carabayllo, Guillermo Tapia (cuando Romero era regidor de la Comisión de Desarrollo Urbano de la MML) quien avaló esa misma propuesta.

· Sábado 25 de Octubre

“Viceministro Romero diseño cambio de zonificación del trapecio agrícola de Lurín”

El mismo cuestionado funcionario, precisa el diario, se desempeñó como asesor del alcalde del municipio de Lurín, Oswaldo Weberhofer. Romero fue contratado para elaborar el plan de zonificación de dicho distrito.

“Fui contratado como cualquier profesional independiente” afirmó Romero, manifestando que no volvería a opinar sobre este escandaloso tema.

· 29 Octubre 2003

“Agricultores de Carabayllo piden derogar Ordenanza que erradica zonas agrícolas”

     La Junta de Regantes del Valle de Chillón solicitó la derogatoria de la OM cuestionada, calificando de persona “no grata” al alcalde de Carabayllo. La Comisión de Vivienda del Congreso anunció investigación de las  denuncias.

(*) Paul Pilco Dorregaray

email: ppilco1@hotmail.com


CONCLUSIONES MEDIATIZADAS

La Subcomisión investigadora del cumplimiento de los PAMAs y EIAs de las empresas mineras del Congreso de la República presentó días atrás, el informe final de las acciones realizadas.

Aunque en sus conclusiones no se visualizan las  responsabilidades políticas, las sanciones e investigaciones por determinarse,  sólo recaen en los funcionarios de menor jerarquía,  observándose que tras el análisis, subyace la necesidad perentoria de establecer  mecanismos de vigilancia y control más eficientes que no solo respondan a las necesidades del momento, sino que exprese la voluntad e interés de todas las partes involucradas en el mediano y largo plazo.

EL INFORME

     La Subcomisión fue conformada por la Comisión de Ambiente y Ecología en agosto del 2003. Estuvo integrada por 5 congresistas. Realizó 7 audiencias públicas, entrevistas a 19 de 21 empresas invitadas, 16 presentaciones audiovisuales. 

     Concluyó que entre los factores limitantes que afectaron su buen desempeño se debió a la falta de colaboración de las instituciones como el MEM, DIGESA, INRENA y CONAM de no remitir oportunamente la información en los plazos previstos, así como además, de estar incompleta.

ACERCA DE  LOS PAMAs

     Del total de empresas investigadas, 20 tienen PAMAs y 5 fueron sancionadas por incumplimiento. 11 cumplieron el 100% con los proyectos de adecuación y 3 tienen pendientes proyectos. Una empresa no tiene información.

     En el caso de Southern Peru, ésta no ha cumplido con modernizar la Fundición de 

Ilo y la construcción de una planta de ácido sulfúrico. Por su parte Doe Rum, presenta un avance del 30%.

SOBRE LOS EIAs

     6 empresas mineras no cuentan con planes de contingencia y planes de emergencia. No se han encontrado auditorías o fiscalizaciones por la Dirección General de Minería del MEM.

SOBRE LOS ORGANOS DE CONTROL 

     DIGESA cumple con deficiencia su responsabilidad de control de la calidad de los efluentes y/o vertimientos de las plantas industriales. No estandariza las unidades de concentración en sus reportes, creando confusiones en los valores encontrados. DIGESA no puede analizar cianuro porque no cuenta con los implementos necesarios.

     Para la Subcomisión investigadora, la CONAM, muestra lentitud en la aprobación de los estándares de calidad y lenidad en la exigencia de los límites máximos permisibles de la actividad minera. En algunos casos, excede a lo recomendado por la OMS. La concentración de plomo en la sangre de un niño de EEUU es permisible hasta en un 10 ug/100 ml., mientras que para un niño en el Perú es de 35 ug/100 ml. 

     El MEM no está cumpliendo con los programas de fiscalización regulares como establece el DS 022-2002. La Subcomisión, precisa el informe, ha detectado que hasta un 40% del número total de documentos de gestión ambiental (PAMAs y EIAs) no se encuentran físicamente en el MEM. Su pérdida, afecta la labor de fiscalización.

     Finalmente concluye que existe una evidente descoordinación entre estos órganos de control.

SOBRE LOS IMPACTOS 

     Fueron analizados los impactos ocasionados en la flora y fauna de los ríos y lagunas, en muchos casos irreversibles. Los ecosistemas de Yanamate, Quiulacocha y Patarcocha en Cerro de Pasco están profundamente dañados.        Asimismo, se han registrado  impactos en toda la subcuenca del río Mantaro; desaparición total de flora y fauna en las cuencas de Junín como los ríos San Juan y el lago Chinchaycocha y Huancavelica, al igual que en la cuenca de los ríos Maschcon, río Grande y Rejo en Cajamarca. 

      En cuanto a los recursos hídricos, según monitoreos efectuado por DIGESA en el 2002, las subcuencas de los ríos San Juan y Asana en Pasco y Moquegua respectivamente están fuertemente contaminadas por cobre y plomo. Las empresas responsables son Volcán y Southern Perú.

     De igual manera se encontró altas concentraciones de plomo en una muestra de agua del río Locumba. En la Oroya, Cerro de Pasco y Huancavelica el agua no es apta para el consumo humano.

     Respecto a la calidad del aire, la Subcomisión con el apoyo de DIGESA concluyó que la ciudad y puerto de Ilo tiene un 30% más de material particulado sedimentable, encima de lo establecido por la OMS.

     En la Oroya, la concentración promedio diaria de dióxido de azufre, muestra un exceso del 40% de los valores según el Estándar Nacional de Calidad Ambiental del Aire.

LAS RECOMENDACIONES

     La Subcomisión propuso mejorar el sistema de monitoreo del DIGESA, en zonas de mayor contaminación. El MINSA asimismo debe implementar un programa especial de seguimiento sobre los efectos ocasionados en la salud de los pobladores de las localidades afectadas por derrame de sustancias tóxicas.

     De igual manera indica que la CONAM y el MEM deben establecer Estándares de Calidad de Ambiental para las emisiones gaseosas  establecidos por la OMS.

     Para ello se debe fortalecer la capacidad institucional, presupuestos y de control de las entidades encargadas de fiscalizar y controlar el cumplimiento de la normatividad de la protección ambiental.

     Asimismo propuso que el Ejecutivo dote de capacidades técnicas y operativas a los GESTA Zonales de Aire que operan en las 13 zonas críticas del país.

RECOMENDACIONES DE CARÁCTER NORMATIVO

     La Subcomisión planteó la creación del Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales, como ente que articule la gestión ambiental (tema aún en debate en los grupos ambientalistas); Creación del Sistema Nacional de Gestión Ambiental; Sistema Nacional de Monitoreo Ambiental, Certificación y Etiquetado Ambiental.

    Revisión del Código del MA, regulación de la participación ciudadana en la fiscalización y vigilancia ambientales, participación ciudadana en la revisión de los PAMAs.

    Aprobación de normas para reformar el proceso de aplicación de multas en el cumplimiento de los PAMAs.

RECOMENDACIONES SOBRE RESPONSABILIDAD POR DAÑO AMBIENTAL

      La Subcomisión recomienda que la PCM inicie procesos administrativos contra los funcionarios de las instituciones señaladas que resulten responsables de graves deficiencias y negligencias. Solicita al Ministerio Público que investigue los presuntos delitos de contaminación del medio ambiente a los funcionarios involucrados en el otorgamiento ilegal de licencias e incumplimiento de normas sanitarias.

     También incluye la denuncia a los funcionarios de las empresas fiscalizadoras externas por omisión de denuncia y la intervención del Ministerio Público para que investigue a los representantes de las empresas mineras involucrados en delitos de contaminación del medio ambiente.

       Finalmente recomienda que el Ejecutivo constituya una Comisión Ad Hoc para reorganizar el MEM, especialmente las áreas de asuntos ambientales y de fiscalización para corregir las deficiencias detectadas.


Varias  instituciones,  coordinadas por  el Colegio de Arquitectos del Perú,  comprometidas con e l desarrollo  urbano y la protección del medio ambiente, están debatiendo un documento preliminar como base para un pronunciamiento público sobre las implicancias técnicas y políticas que arrastra el controversial DS N° 027-2003-VIVIENDA, que aprueba el Reglamento de Acondicionamiento Territorial y Desarrollo Urbano. El documento es el  siguiente: 
El Colegio de Arquitectos del Perú, el Foro Ciudades para la Vida, La Sociedad Nacional del Ambiente, el Foro Ecológico, entre otras instituciones más luego de revisar y analizar el DS O27-2003-VIVIENDA "Reglamento De Acondicionamiento Territorial y Desarrollo Urbano" promulgado el 03 de octubre del presente año; se dirigen al Gobierno Nacional, a los Gobiernos Regionales y Locales, al Congreso Nacional, a los  colegios profesionales y a la ciudadanía en general para expresar lo siguiente;

 

 Considerando:

 

1.  Que el Acondicionamiento Territorial en el marco de las políticas y estrategias  de Ordenamiento  Territorial, constituye un proceso de adecuación del territorio (estructuración de infraestructura y usos del suelo en función de un eficiente proceso productivo y de la calidad del hábitat poblacional) al  proceso de desarrollo integral,  bajo responsabilidad  del sistema gubernamental  descentralizado, cuyas   competencias y funciones  nacionales,  regionales y locales,  deben ser ejercidas de manera concertado entre los diversos  niveles de gobierno y, necesariamente,  con las organizaciones de la sociedad civil, que  tienen hoy corresponsabilidad en la planificación y gestión del desarrollo.

 


2. Que  ente marco, corresponde al Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento, de acuerdo a su Ley de Organización y Funciones (Ley 27792, Artículo 4º. Inciso a): "Diseñar, normar y ejecutar la política nacional y acciones del sector en materia de vivienda, urbanismo, construcción y saneamiento. Asimismo, ejercer competencias compartidas con los gobiernos regionales y locales, en materia de urbanismo, desarrollo urbano y saneamiento, conforme a Ley". 

     Lamentablemente este Ministerio ha tomado como exclusivas competencias que tienen naturaleza compartida con los gobiernos regionales y locales, que han sido totalmente ignorados, así como tampoco se ha considerado la opinión especializada de los colegios profesionales y otros espacios de la sociedad civil.

 

3. Que no corresponde al Sector Vivienda reglamentar en materia de "acondicionamiento territorial" por lo que el referido reglamento no mantiene armonía ni compatibilidad con dispositivos de mayor jerarquía aprobados tales como la nueva Ley Orgánica de  Municipalidades, la Ley Orgánica de  Gobiernos Regionales y la Ley de Bases de la Descentralización. 

        Otro hecho grave es que el reglamento,  excluye  el medio ambiente,  cuando  el sentido común y la práctica nos dice que acondicionamiento territorial, desarrollo urbano y gestión ambiental son partes indesligables de un mismo proceso.

 

4.   Que en este dispositivo no se establece la relación de competencias y funciones de los niveles Nacional, Regional y Local ni se reconocen los niveles y naturaleza concertada de la planificación: planes integrales de desarrollo regional, provincial y distrital, claramente definidos en las leyes anteriormente mencionadas.

 

5.  Que  por su  trascendencia para la protección de los derechos ciudadanos y la de las posibilidades de nuestro  desarrollo,  buena parte de las cuestiones que norma este reglamento,  deberían tener  categoría de Ley, en la cual se  precien  los  principios, las políticas, los instrumentos necesarios para gestionar el  bien común,  garantizado por la participación de todos los sectores interesados tales como: representantes de la Nación, los Gobiernos Regionales, los Gobiernos Locales, las empresas interesadas y las instituciones de la sociedad civil. Esta  norma debe ser una Ley Marco sobre el Ordenamiento Territorial y el Sistema de Ciudades.

 

6. Que el Decreto Supremo que promulga el Reglamento, ha sido aprobado por el Ejecutivo, sin que se hayan utilizado los mecanismos y plazos adecuados para la participación de los gobiernos locales y otras organizaciones de la sociedad civil - eventos participativos de consulta tal como se señala en la Ley de Bases de Descentralización. En contraste, recientemente el Ministerio de Economía y Finanzas ha prepublicado su proyecto de reglamento de presupuesto participativo y ha realizado audiencias macroregionales para recogerla opinión de la sociedad civil.

 

7.  Que en relación al Desarrollo Urbano, el Decreto Supremo especifica un conjunto de disposiciones esencialmente antitécnicas, que atentan contra la autonomía y el desarrollo local, que no menciona aspectos significativos del desarrollo urbano y que propone normas específicas de alcance metropolitano que no considera la diversidad de ámbitos  urbanos del país.

Entre las más significativas  señalamos: la no referencia  a la dimensión ambiental; la reducción de la gestión territorial al espacio inmobiliario urbano dejando de lado áreas de borde o de entornos agrourbanos sensibles;  en las habilitaciones urbanas, se deja un amplio margen de libertad a los operadores  para la localización de los aportes para áreas públicas, sin considerar localizaciones adecuadas para el acceso de la población a los servicios y equipamientos; normas de zonificación residencial generalizadas para todos los centros urbanos, que además implican muy altos niveles de densificación sin que se mencione la previsión de espacios públicos ya deficitarios en muchas ciudades; la creación de Unidades de Gestión Urbanística para promover y ejecutar proyectos y megaproyectos que suponen la renuncia de la función normativa  municipal y que atenta contra el libre juego de la oferta y la demanda inmobiliaria; la restricción de la vigencia de los planes municipales a un tiempo definido, sin considerar que la planificación es un proceso dinámico conforme a un mercado cambiante, al dinamismo social y a una demanda flexible, restringiendo además la participación ciudadana a procedimientos de consulta.

 

8. Que correspondería al Sector Vivienda plantear, como parte de las políticas de Estado, una Ley Marco de Desarrollo Urbano que oriente el desarrollo urbano sostenible, las políticas para la planificación , el acondicionamiento territorial local y los planes de desarrollo urbano de las provincias y distritos del país, todo ello con la más amplia participación de los sectores interesados.

 

 Por lo expuesto,  las instituciones que suscriben:
 
1.  Solicitan la derogatoria del  DS O27-2003-VIVIENDA promulgado el 03 de octubre del presente año que aprueba el REGLAMENTO DE ACONDICIONAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO URBANO.

2.  En relación al Desarrollo Urbano, manifiestan sus preocupaciones y observaciones  a lo normado por el Decreto Supremo,  por lo que reclama el derecho a participar en el debate  para la formulación de las políticas y normas  respectivas, en el marco de la vigencia de la promoción de la cultura de dialogo y de múltiples espacios de participación ciudadana  e institucional, como son la coordinación, la consulta, la concertación, etc.

3.  Manifiestan su disposición a formular iniciativas, debatir y concertar con los organismos de los diferentes niveles del 

Estado, del sector privado, de los colegios profesionales, universidades y la ciudadanía, los contenidos de una Ley Marco de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano que requiere la nueva Política de Estado relativa a la Descentralización del País y los compromisos del país de encausar el desarrollo en sus múltiples escalas dentro de los enfoques de la sostenibilidad.

 

 
 
Pronto inicio de fase II del Proyecto redAL 21

El Proyecto RedAL 21, que  tiene su cargo el  FCPV por convenio con GTZ e ICLEI, está programando el inicio de la fase II  del desarrollo de capacidades y asistencia técnica sobre  temas relacionados con la AL21, para los días 28 y 29  de noviembre en el sur del país, en Moquegua;  y días 5 y 6 de diciembre  para los grupos  de Lima,  del norte del país y sierra central. 

     En esta oportunidad 14 municipalidades están invitadas a participar. Por el norte: Cajamarca, Huanchaco, Santa, Nuevo Chimbote, Huarmey, Chancay;  Villa El Salvador, San Juan de Miraflores,  Ate-Vitarte y Rímac, en el ámbito de Lima Metropolitana;  Arequipa, Cusco y Mariscal Nieto, en el sur;  y Simón Bolívar, en Cerro de Pasco, en la sierra central.

     En el próximo número de este boletín  ampliaremos la información sobre  la fase II de RedAL 21, que se extenderá hasta diciembre del 2003.

II Foro Internacional Ciudades y Desarrollo Sostenible

Del 3 al 4 de diciembre del año en curso en el marco de la segunda campaña de Agendas 21 Ciudades “De la Agenda a la acción” el Foro Ciudades para la Vida y cinco universidades del país están organizando el II Foro Internacional “Ciudades y Desarrollo Sostenible.


      El propósito de este encuentro pretende repensar el presente y futuro de las ciudades en proceso de descentralización y las políticas nacionales de ordenamiento territorial, manejo de cuencas, desarrollo urbano ambiental, vivienda y construcción, y gestión urbano-ambiental dentro de los nuevos enfoques del desarrollo humano sostenible en el país.

     Asimismo en el encuentro y luego del análisis de las políticas relacionadas con el desarrollo sostenible, se definirán las prioridades y estrategias de la Segunda Campaña Nacional de Agendas 21 de ciudades en el Perú.

     El Foro se realizará en el Hotel Sol de Oro, en Miraflores y cuenta con el auspicio del IHS, ITC, PEGUP y Avina. Para mayor información los interesados pueden dirigirse a:  www.ciudad.org.pe.

Feria de Gestión Ambiental

Con la participación de destacados especialistas en la temática ambiental  se realizó en Lima, la II Feria de Gestión Ambiental Urbana Ciudades Sostenibles,  actividad organizada por la CONAM , el PNUMA y la Red de Autoridades para la Gestión Ambiental de Ciudades de América Latina y el Caribe.

     El objetivo de la feria tuvo por finalidad contribuir a la creación de capacidades, transferencia de conocimiento y tecnologías entre las autoridades, expertos del sector privado y organizaciones sociales para contribuir al desarrollo de ciudades sostenibles.













HACIA UNA POLITICA DE


DESARROLLO FORESTAL SOSTENIBLE


Según datos del Instituto Nacional de Recursos Naturales (INRENA) como resultado de múltiples factores (reducción de bosques secos, obtención de maderas duras, leña y carbón, reducción de bosques de mangle a causa de las langostineras, programas irreflexivos de colonización, cultivos de coca con fines de narcotráfico y pésimo manejo de la extracción con fines industriales) tres millones de hectáreas de bosques andinos se redujeron a 50 mil hectáreas apenas (es decir a un poco más del 1%). 


      Y eso no es nada. En la Amazonía, de 75 millones 560 mil hectáreas de bosques, con los que inicialmente contaba el Perú, se redujeron a 8 millones 250 mil debido a la tala indiscriminada. En la Amazonía se quemaron y desaparecieron 9 millones de hectáreas por efecto de la agricultura migratoria. 


     El Perú no obstante, poseer 72 millones de hectáreas de bosques de producción permanente, no participa en este rubro en la economía mundial. Tenemos, por lo demás, una deficitaria balanza comercial: exportamos productos forestales (madera) por 80 millones de dólares e importamos productos de madera por 150 millones de dólares. 


     Para revertir esta dramática situación hay en marcha una política forestal integral denominada Desarrollo Forestal Sostenible. Plantea poner en producción los bosques para crear en cinco años 240 mil empleos en la Amazonía, comprendidos en la actividad de reforestación, ecoturismo, manejo de fauna y servicios ambientales, según  los  planes en la Mesa de Concertación Forestal. 


     También tras largas negociaciones, se ha establecido el proceso de concesiones forestales con la convocatoria a un concurso público para otorgar concesiones a 40 años, enmarcados en la Ley Forestal.  


     A ese efecto, se crearon los Bosques de Producción Permanente, áreas puestas a disposición de particulares para el aprovechamiento forestal, preferentemente de madera, así como de productos no maderables (fibras, resinas, aceites y otros) y de fauna silvestre. 


     Un primer paso es la puesta a disposición de 21.3 millones de hectáreas en los departamentos de Loreto, Ucayali y Madre de Dios, extensión que será incrementada con cuatro millones más de los bosques de San Martín, Huánuco, Pasco, Ayacucho, Junín y Cusco. 


     Esos 25 millones de hectáreas colocan al Perú en un nivel muy competitivo en el ámbito internacional.











Es una iniciativa de FCPV-ICLEI-GTZ .
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